1. La ATE inicio un amparo en tutela de los derechos de incidencia colectiva de alrededor de 18 millones de trabajadores cuyos derechos patrimoniales y alimentarios son vulnerados por la sanción de la ley 27.426.
 La citada norma legal viola derechos constitucionales y de los tratados internacionales de derechos humanos de jerarquía constitucional, que garantizan la inviolabilidad del derecho de propiedad, la obligación del Estado de garantizar los beneficios de la seguridad social con carácter integral e irrenunciable, la movilidad de las jubilaciones y pensiones, el principio de igualdad y no discriminación, el principio de legalidad y la obligación de no dañar, interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos, la jerarquía constitucional de los tratados internacionales de derechos humanos, la directiva dada por el legislador constitucional al legislador ordinario de “Legislar y promover medidas de acci0on positiva que garanticen (…) el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad” (artículos 17, 14 bis, 16, 43, 19, 28, 75 incisos 22 , 23 de la Constitución Nacional).

Resultan afectados, en forma directa, por la sanción de la “reforma previsional” los derechos de propiedad y la movilidad de todos los jubilados y pensionados nacionales; titulares de pensiones no contributivas; quienes perciben las asignaciones familiares; beneficiarios de la Asignación Universal por Hijo y los veteranos de Malvinas. Pero, también, con el transcurso del tiempo se verán lesionados los derechos de  todos los trabajadores activos que se jubilen, en tanto se fija para el cálculo de su haber previsional inicial una pauta de actualización de sus remuneraciones menos favorable, que la que regía hasta el 2017. 

      2.-En la ley 27.426 no encontramos una sola  disposición que tenga por finalidad mejorar las condiciones de vida de los trabajadores alcanzados por la norma legal.

                         La llamada “reforma previsional”, junto la tributaria vulnera los derechos del conjunto de los trabajadores activos y pasivos, desfinancia el sistema de seguridad social y transfiere recursos en forma discrecional y arbitraria, en favor del Estado y de los privados.

                         La fórmula de movilidad de la ley 26417 establecía un aumento semestral que combina la variación del 50% del incremento salarial y el 50% del aumento de los recursos tributarios de la Anses.



La nueva fórmula estipula que la movilidad se basará en un setenta por ciento 70% por la variación del índice de precios al consumidor determinado por el INDEC y el 30% restante por el coeficiente que surja de la variación de la Remuneración Imponible Promedio de los Trabajadores Estables RIPTE.

              En su momento, cuando se sancionó la ley 26.417, el Centro Nacional de Jubilados y Pensionados de la Ate, y las demás organizaciones de jubilados, plantearon la conveniencia de vincular en la fórmula de movilidad la evolución de las prestaciones previsionales con las variaciones del salario de los trabajadores activos. 
De tal manera que los beneficiarios del sistema previsional se vieran favorecidos y se vinculara la evolución de sus prestaciones con la mejora salarial del conjunto de los trabajadores, en las políticas de redistribución del ingreso entre el capital y el trabajo. No hay duda que el derecho constitucional a la movilidad jubilatoria está directamente vinculado con la lucha por un salario justo, que garantice un nivel de vida digno.

La vinculación de las prestaciones de la seguridad social con el salario a partir de los principios de proporcionalidad y el carácter sustitutivo que tiene la jubilación respecto del salario fue consagrada por la Corte desde el precedente “Bercaitz” (1974) y reiterada, más recientemente, en los casos “Sánchez” (2005) y “Badaro” (2007).   

   3. En términos generales, caracterizamos la ley 27.426 como inconstitucional, regresiva e insolidaria vulnerando los derechos humanos de los  trabajadores activos y jubilados.

Esta nueva fórmula es más perjudicial para los beneficiarios que la norma anterior. Mientras la aplicación de la formula prevista en la ley 26417 elevó en términos reales el haber mínimo jubilatorio, así surge de las estadísticas públicas que muestran que si en vez de aplicar los aumentos de la ley de movilidad 26.417 se hubiera aplicado índices de consultoras privadas, el IPC de la Ciudad de Buenos Aires y el Indec, desde 2009 al 2017, el haber mínimo jubilatorio sería de $ 5.470 en vez de los $7.246 actuales.

           A su vez si lo compramos con los 21 primeros meses de este Gobierno el RIPTE creció el 59,08% mientras que en el mismo período la inflación alcanzó el 71,3%.



En la práctica el cambio significa que,  mientras la movilidad de la ley 26.417, semestre julio/diciembre 2017, aplicable en marzo 2018, alcanzaría un aumento del 14,6%, la nueva fórmula que se aplica en forma retroactiva significará un incremento de solo el 5,7%, por lo que los beneficiarios del sistema de seguridad social perderán, en forma definitiva, en marzo del año 2018, el 8,9% de su movilidad.

            Del texto del artículo 2° surge que la nueva ley deroga en forma retroactiva la ley 26417 y la aplicación de la movilidad para el semestre julio-diciembre 2017. Hay que tener en cuenta que la movilidad prevista en dicha ley se devengó en el semestre julio/diciembre 2017, en consecuencia, ya integra el patrimonio de sus beneficiarios, del cual no pueden se privados. 

La nueva norma, en su art. 2,  prevé que en marzo del 2018 no se aplique la movilidad de ley anterior. Se aplica la nueva fórmula en forma retroactiva respecto de un periodo ya cumplido, en su totalidad (julio-diciembre 2017) en vigencia de la ley 26417, implantando hacia el pasado, reiteramos, en forma retroactiva, otro esquema de movilidad, a todas luces peyorativo para los trabajadores.

En el art. 3 de la nueva ley se modifica el cálculo del haber previsional inicial de los trabajadores activos, de tal manera que las remuneraciones con que se efectúa el promedio salarial, del que surgirá el haber inicial de los futuros jubilados ya no se efectuará por la ley de movilidad 26.417, sino por un índice combinado igual al aplicado por la denominada ley de “reparación histórica” (inciso b, artículo 5 ley 27260) que, como es reconocido por el propio gobierno, implica una quita muy importante. 

En el mencionado artículo se especifica que la actualización de los salarios se efectuará por el RIPTE “Remuneración Imponible Promedio de los Trabajadores Estables” que es el cociente entre las remuneraciones imponibles con destino al SIPA. En la práctica significa reducir en forma sustancial la tasa de sustitución dado que los trabajadores que quieran, o tengan que  jubilarse tendrán un haber inicial más bajo del que les correspondería si se siguiera aplicando para actualizar sus remuneraciones la ley 26.417. Un ejemplo aclara la cuestión: mientras la inflación de diciembre de 2015  a septiembre de 2017 fue del 71,3% el RIPTE fue 59,08% es decir 12,22% menos, en solo dos años. 


Pero además de avaluar la pérdida, también, en la nueva norma, esta introduce una clara desigualdad ante la ley ya que mientras a los trabajadores activos se los trata de una forma, a los trabajadores pasivos se los trata de otra, en ambos casos se los priva de la movilidad de la ley 26417; pero se aplican distintos criterios, uno para actualización de las remuneraciones de los activos para jubilarse y otro para la movilidad de los ya jubilados. Siempre hay una coincidencia se elige la más perjudicial para los trabajadores.  

             Si el cambio de la movilidad jubilatoria por el ajuste por 70% inflación y 30% RIPTE significa una pérdida del 8,9% en el haber previsional de los jubilados como es el caso de nuestros representados y a los futuros jubilados se les disminuye el haber en un 12,22% respecto de la inflación, la quita final, al pasar de la movilidad jubilatoria prevista en la ley 26417 a la nueva ley, resulta del  19,25%. 
En el Capítulo II, art. 5, de la ley 27.426 se reglamenta sobre los haberes mínimos garantizados incorporándolo como art. 125 bis de la ley 24241, limitando su alcance, a los titulares de la PBU (prestación básica universal), que hayan acreditado 30 años de servicios con aportes, a un 82% del salario mínimo, vital y móvil. Ese importe es el que -en la práctica- están percibiendo -en la actualidad- con la ley 26417 la totalidad de los jubilados nacionales sin distinción alguna.

Se crean, por esta norma, dos mínimos para la jubilación para la vejez. Un  mínimo para los que completaron 30 años de servicios con aportes efectivos y otro mínimo para los que se acogieron a moratorias, o compensaron la falta de servicios, con años de exceso de edad.

Todos ellos tenían derecho a la jubilación por haber completado sus años de aportes abonando una moratoria durante cinco años, o por haber postergado su jubilación, por lo tanto tienen derecho a percibir, sin discriminación alguna, el 82% del salario mínimo vital y móvil.. 


4. La ley 26417 significó un avance en materia de derechos sociales y el cumplimiento de una exigencia de la Corte a partir del caso “Badaro” de reglamentar el derecho constitucional a la movilidad.
El derecho a la movilidad fue desconocido durante casi 17 años, a partir del 1/4/1991, en adelante, provocando, primero durante la vigencia de la ley de convertibilidad y luego del 2002, una pérdida y atraso sensible de las prestaciones previsionales. 

La nueva ley es una norma de exclusivo contenido fiscalista, sancionada con un único objeto: “generar un fuerte ahorro fiscal”. El contenido fiscalista se visualiza en que todos los trabajos y comentarios referidos a esta norma están dirigidos a determinar cuál es el “alivio de las cuentas fiscales”. 

No hay duda a esta altura que la ley que se impugna representa un “ahorro fiscal” de entre 70.000 y 100.00 millones de pesos según quien haga el cálculo, pero todos coinciden en que a partir de la aplicación de la ley habrá una fuerte disminución de los ingresos de los beneficiarios de la seguridad social. En consecuencia, esa disminución del poder adquisitivo del haber de las prestaciones del conjunto de los beneficiarios, importa un claro retroceso y representa una clara violación del principio de progresividad reconocido por los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por nuestro país.

  La realidad es la ley 27426 sigue los lineamientos dados por el FMI, en el marco del art. IV del Convenio de Consulta, donde le aconsejó al Gobierno Argentino, tomando en cuenta que “los gastos de las pensiones aumentaron por la expansión en el número de beneficiarios y la creación de una pensión no contributiva” para darle sustentabilidad al sistema previsional, entre otras medidas cambiar la edad de jubilación de las mujeres de 60 a 65 años, reducir el haber inicial, es decir bajar la tasa de sustitución, modificar la fórmula de actualización de la ley de movilidad y transferir programas sociales de la Anses al área de Desarrollo Social o Educación. 

El objetivo de sus normas  es rebajar las prestaciones, desvincular la movilidad y el haber jubilatorio del salario, de la lucha de los trabajadores por condiciones de vida digna, romper con la solidaridad inter generacional entre trabajadores activos y pasivos, separarlos de las mejoras salariales alcanzadas en la negociación colectiva y de la lucha por un mejor salario para todos.

Estos cambios en materia jubilatoria, que se propone en la “transición” hasta que la comisión creada por la ley 27260 (Consejo de Sustentabilidad Previsional) proponga una nueva reforma previsional, anticipan la orientación que surgirá de la propuesta de reforma integral del sistema jubilatorio que propicia el gobierno, es decir, reducir el sistema público a un régimen de asistencia a la pobreza, creando las condiciones para la implantación de un nuevo sistema de capitalización. 

Previo, a esto último, se está obligando a las provincias, bajo amenaza de multas y limitación de partidas comprometidas, que no transfirieron sus cajas previsionales a la Nación y mantienen regímenes de movilidad más favorables, por ejemplo del  (82%), que armonicen sus sistemas con régimen previsional nacional. 

La política en curso, conforme la orientación de los organismos financieros internacionales, tiene por finalidad generar un espacio para volver a implantar los seguros privados en materia de jubilaciones, dejando al Estado limitado a las políticas asistenciales de “alivio” de la pobreza.  .

Estamos en presencia de una política de destrucción de derechos y de asistencialización de los sistemas de seguridad social contrapuesta a la Constitución Nacional. Esta última reconoce a los trabajadores el derecho a percibir una jubilación digna que garantice, a lo largo del tiempo, su nivel de vida, generalizando un régimen universal de movilidad vinculado al 82% del salario en actividad 

